
Acci~nes de nulidad de un remate y de indemnización de perjuidoso 
Mutuo. ~ Abuso del derecho • .,... Lesiones patrimoniaies. 

l. &1 decir el Código Civil en su artículo 
1496 que el contrato unilateral impone obli­
gaciones a· una de las partes en favor de la 

. otra, que "no contrae obligación alguna". no 
significa que no haya prestación a cargo 
de ésta, que ponga el fiel de la balanza en 
su sitio de equidad ante las contrapre!!ta­
oiones ·a que aquélla queda sujeta. lLo que 
sucede es que un mutuo que, por real, no 
se perfecciona sino al entregarse lo mutua­
do, viene a nacer como contrato. por virtud 
de tal entrega, y éomo con ésta queda cum­
plido lo que es de cargo del mutuante, ya 
no hay obligaciones pendientes para él, y es 
en ese momento y por esa entrega cuando 
nacen las del mutuario, que así quedan de 
únicas pendientes. lEste análisis, por decirlo 
así, mecánico, del modo de suceder las co­
sas, a ia vez que explica por qué puede de­
cir el Código que en el contrato unilatPral 
tma de las partes no contrae obligación ai­
guna, señala también el alcance de este con­
cepto, demostrando que no puede ser el de 
que una parte asuma obligación sin causa, 
y, también, sin causa, se enriqueciera la 
otra parte. &demás, si el mutuante recibe en 
prenda algo, y si se le reputa en la obliga­
ción de conservarlo y se dice que cuando 
ello es un crédito tal obligación implica la 
de no dejarlo prescribir y aun ·la de hacerlo 
efectivo, tales afirmaciones no pueden for­
mularse sino partiendo del supuesto de que 
él es acreedor, y salta a la; vista que esta c.a­
iidad. no puede tenerla sino en virtud del 
mutuo, del que ella no puede apartarse. Y si 
a esto se agrega que la prenda es un acce­
sori:o del mutuo, bien se comprende cuán in­
aceptable es desvincular estos dos contratos 
en forma que, por ser unilateral cada uno 
de ellos, se prescinda de sus relaciones re­
ciíprocas y consiguientemente se desconozca 
~u.e en su conjunto se hallan en las cli'­
canstancias que para los bilaterales deter­
mina, con transparente equidad el citado 
artículo 1609. Y, por 1!) mismo, lo proceden:. 
te es indagar, ante tocio, cómo se halla cac!la 
ona de las partes respecto de las obligaciones 
de su cargo para saber si pueden acogérsele 
los reclamos que tenga contra la otra por 
incumplimiento de las suyas. 

2. Hay que distinguir entre ejercicio abu­
sivo de un derecho efectivo y la arrogación 
de un derecho, puesto que, aunque en ambos 
casos en habiendo culpa hay la consiguien­
te obligación de indemn,zar el perjlllñcio que 
se haya causado, esta igualdad de conclusión 
no autoriza a pasar por alto la diferencia de 
las fuentes. !Estrictamente hablando, no es 
en abuso del derecho en lo que incurre 
quien, atribuyéndose uno de que carece, daña. 
a un supuesto obligado o a quien, estándote 
obligado, no puede ser cumplido en lla formlll 
en que aquél lo hace. !Ejemplo de esto, de 
no infrecuente ocurrencia, es la pretensiól!D. 
de dar cariz de delito al . incumplimiento de 
una obligación civil con el fin de forzar en 
pago por el temor de los perjuicios de todo 
orden, cardinalmente morales, que apareja a 
una persona el aparecer como delincuente. 
Y ejemplo de lo primero, muy señalado por 
la feliz circunstancia de mediar disposición 
legal escrita, es la limitación que el artículo 
283 del Código JTudicial ha puesto a la po­
testad conferida ·al acreedor por el artícu­
lo 2488 del CiviL Como la expresión misma 
lo indica, el abuso del derecho comienza pol!' 
afirmar desde luégo un derecho qlllle asiste 
a quien lo ejercita. !El abuso consiste en que 
en este ejercicio se exceda o se desvíe ,de 
los fines que económica y socialmente co­
rresponden, y así perjudique al perseguido, 
sin siquiera obtener las más de las veces pro-
vecho para sí. . 

3. No todas las lesiones patrimoniales las 
atiende la ley para prevenirlas o remediar­
las; por el contrario, defiriendo en lo gene­
ral a la autonomía de la voluntad y res­
petándola. como norma suprema, al pWlto de 
declarar ley para los contratantes el con­
trato legalmente celebrado, sólo por excep­
ción acude, en la mira de impedir el enri­
quecimiento tortícero, a restablecer en equi­
librio que ciertas lesiones han alterado. &sñ 
el Código Civil, en su artículo 1001, a111!tora 
la reducción de la cláusula penal cmmlllo es 
excesiva en los términos allí mismo seña­
lados; ha~ otro tanto en su arlícuno 2231 
con los intereses en el mutuo, en forma ex­
cesiva a los de la anticresis, al tenoll' dle sm 
artículo 2466; en el 1405 hace rescindible ia 
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partición a instancia del perJudicado en la 
cuantía fijada allí mismo, y en el artículo 
1946 concede igual recurso' contra la com­
praventa afectada de lesión enorme, la que 
determina el artículo 1947, aplicables ambos 
a la permuta al tenor del artículo 1958. lEs­
tos remedios ver.san sobre la lesión y se en­
caminan a corregirla, dejando en pie la es­
tipulación penal o la de intereses, conside­
Yada en sí, y tratándose de compraventa o 
permuta, el hecho de hallarse la lesión y de 
hacerse las declaraciones consecuenciales no 
determina desde luégo la invalidación del 
contrato, . pues el artículo 1948 permite con­
servarlo en pie mediante la deducción o la 
restitución de la diferencia de precio en 
que la lesión ha consistido,· con un des­
cuento que naturalmente no cabe cuando 
de partición se trata; pero en ésta el artícu­
lo 1407 permfte atajar la acción rescisoria · 
ofreciendo y asegurando el suplemento en 
numerario. lLas lesiones patrimoniales que 
no tienen su origen en una convención, han 
de tenerlo en mía fuente corregida o casti­
gada por la ley cuando a ellas se atiende ci­
vilniente. 11Jna culpa, por sí sola, no basta a 
determinar indemnización, puesto que ésta 
mira al perjuicio en forma tal que en no 
habiéndolo, es decir, en faltando la causa, no 
puede producirse ese efecto. De tan clara 
Yeflexión lógica se deduce, como la Sala lo 
tiene ya dicho en numerosos fallos, que en 
una demanda de 'indemnización de per­
juicios es preciso que el actor demuestre 
haberlos sufrido, como es preciso también 
atar con vínculo de causalidad el daño del 
actor y la culpa del reo. 

Corte Suprema de Justicia-Sala de Casw·ión 
Civil-Bogotá, mayo veintisiete de mil nove­
cientos cuarenta y tres. 

(Magistrado ponente, doctor Ricardo Hinestrosa 
Daza). 

El señor José G. Quintana M. recibió del Na­
Fanal City Bank de Nueva York, Sucúr.sal de. 
Bogotá, -en mutuo con interés, sumas de dinero 
que no pagó oportunamente, ·por lo cual el E:m­
co, ejercitando sus acciones legal-es· para el ·co­
bro, llevó a remate por medio de la Bol.sa de 
Bogotá, S. A., los automóviles que su deudor 
le había dado en prenda, caución a que se añade 
la de varios créditos a_ favor de Quintana cons­
tantes en letras de cambio que ·entr.egó al Banco. 

Acusando de nulidad el remate, Quintana pi­
dió que asi se declarara; y afirmando haber re­
cibido perjuicios derivados de ahi, así como de 
la culpa grave, o, en su defecto, de la leve, o, en 
subsidio, del abuso del derecho, demandó su in-

demnización. Se dirigió contra ambas entida­
des, Banco y Bolsa. Además, exige del. Ban~o 
indemnización de perjuicios por la negligencia 
con que dejó perjudicar las aludidas letras y f'On­
sumarse la prescripción seña•lada en la Ley mer­
cantil. Pidió también en su favor condenación 
en costas. 

El a-sunto se repartió el 25 de noviembre de 
1938 al Juzgado 69 Civil de este Circuito, en 
donde s-e surtió la primera instancia y se la de­
cidió en fallo de 4 de julio de 1939 absolvienrlo 
de todo cargo a la Bolsa de Bogotá, conrlcnan­
do al Banco, como responsable por abuso rlel 
derecho con motivo del remate de los automóvi­
les, a pagar a Quintana los perjuicios consiguien­
tes, que se fijarían en la ejecución de la senten­
cia sobre las bases dadas en ella, y negando las 
demás peticiones de la demanda, salvo la de cos­
tas a cargo del Banco, en favor del demandante. 

El Tr-ibunal Superior de Bogotú, previa la tra­
mitación legal de la .segunda instancia, la de­
cidió el 9 de junio de 1942 reformando el fallo 
apelado, asi: mantuvo la condena en perjuicios 
por el abuso del derecho en ·el remate de l.~~ 
automóviles pronunciada por el .Juez, y los fiJO 
en la diferencia entre el produeto del rematr Y el 
precio comercial que para la fecha de éste se 
señale pericialmente en la ejecuoión de la sen­
tencia· condenó, además, al Banco a pagar a 
Quint;na perjuicios por el no cobro de varios 
de los créditos aludidos dados en prenrla. los 
más de ellos mediante el avalúo de Jo que CLJes­
ten los juicios necesarios para que recu~lei·en la 
eficacia jurídica aue tenían los respcchYos clo­
cumentos al constituirse la prenda; y, en lo to­
cante· a la Bols'a de Bogotá, no sólo la absolvió, 
sino que decretó costas a su favor y a cargo del 
demandante. 

Este y el Banco recurrieron en casación. Con­
cedido, admitido y tramitado el recurso de am-
bos, ahora ·se decide. · 

De 'los múltiples problemas planteados en el 
libelo· de demanda, a todos los cuales dec1icó 
muy detenida y laudable atención el Juzgado y 
con él el Tribunal, varios se hallan ya fuera del 
litigio al llegar el proceso a la Corte. Absuelta la 
Bolsa de Bogotá en ambas instancias y no for­
mulándo.se por ello cargo .alguno por los recu­
rrentes, lo tocante a esa entidad quedó descar­
tado. Del propio modo, negadas una a una las 
vari'as súplicas sobre nulidad del remate Y no 
habiendo cargo por esto, esta nulidad )' sus alu­
diaa.s consecuencias quedan descartadas tam-
bién. . 

Así, los problemas hoy pendientes se redu~en 
a éstos: Quintana exige que la condena relahva 
a l:is letra.s sea por el valor del principal de to­
clas y cada una con sus intereses respectivos. y el 
Ban~o aspira a una completa absolución, por lo 
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.cual su reclamo va contra· su condena, tanto en 
lo relativ-o a las letras pignorada:s cuanto en lo 
tocante a los automóviles y a habérsele culpa:do 
>de abuso del dereoho en su remate. 

El Juzgado analizó uno a uno· los crédito<; a 
que las letras se refieren. Esta tarea, concien­
zuda y detaHada, resultó inoficiosa ante el con­
cepto decisivo que su fallo formuló sobre la mo-· 
ra del Banco, .concepto que se resume en la ex­
ceptio non adimpleti. contractus, declara:da pro­
bada por él en vista de que para la fecha 
del vencimiento de sus obligaciones con el 
Banco; Quintana no las cubrió, y de que,' por 
lo mismo, aunque el Banco hubiera falta:do a 
las suyas como acreedor prendario, no porlía 
Quintana reputarlo en mora con él, a lo que 
concurre que para esa fecha estaban aún vi­
vas y en pie las acciones que re.specto· rle las 
letras se dan hoy por totalmente prescritas. En 
otras palabra.s: la adver.sa situación actual de 
las letras no se había pro.ducido aún al ven­
•cerse a Quintana .su plazo, con el Banco, de 
suerte que, aun dando oor sentado que a ne­
pliaencin del Ban'co se d~ba el que aquella situa­
ción actual se produjera, el Banco no puede re­
putarse en mora. 

El Tribunal se apartó de este . concepto, en 
rnz6n de que el artículo 1609 d,e nuestro Código 
Civil, que consagra esa excepción, ~e rerfiere a 
rontratos bilater:>lns v no lo son ni el mutuo ni 
la m·enda, entre los ¡{uales no encontró la vincu­
laci{m que da base a la opinión de1 Juez, quien 
reforzó sns razonamientos al respecto con la 
cita de 1::1 sentencia de la Corte de 18 de no­
viembre rle 19·38 (Gaceta .Tlldicial, tomo XLVII, 
p~ías. 332 a 336). · 

Esa sentencia versa sobre problema. muy aná­
logo al que se e.stá contemplando, pues el pleito 
versaba sobre los perjuicios causados al deman­
dantP como deudor por la negligencia de que 
culpaba a su acreedor en mantener vivo v hacer 
efectivo c·l crédito hipotecario que le habfa dado 
en prenda. Entonces la Corte decidió sobre la b'a­
se de la reciprocidad ele las obligaciones de los 
contratantes y de la conexión entre unas y otras, 
al punto de que ·SU razonamiento se desarrolló 
dando incuestionablemente por sentada la apli­
cabilidad del citado a.rtículo 1609, que fue el eje 
y razc'm de ser del faHo. En él la Corte se abs­
tuvo dr infirmar el absolutorio del Tribunal fun­
dado cabalmente en no haber cumplido el mu­
tuario sus obligaciones para con el mutuante. 

Y no puede ser de otro modo, norque al decir 
el Código Civil en su articulo 1496 q\]e el con­
trato unilateral impone obligaciones a una de 
las partes en favor de la otra que "no contrae 
obligación alguna", no significa que no haya 
prestación a cargo de ésta que ponga el fiel de 

) 

la balanza en su sitio de equidad ante las contrae 
prestaciones a que aquélla queda sujeta. Lo que 
sucede es que un mutuo que, por real, no se per­
fecciona .sino al entregarse lo mutuado, Vll~ne 
¡¡ nacee como contrato por virtud de tal entrega, 
v como con ésta queda cumplido todo lo que es 
de cargo del mutuante, ya no hay obligaciones 
pendientes para. él, y es en ese momento. Y por 
esa entre"a cuando nacen las del mutuano, que 
así qued:n de únicas pendientes. 'Este análisis, 
por decirlo así,. mecánico, del modo de suceder 
las cosas a la vez que explica por qué .puede 
decir el Código que en el contrato unilateral una 
de las partes no contrae obligación alguna, señala 
también el alcance de este concepto, demostran­
do que no puede ser el de que úna parte asuma 
obligación sin causa y, también sin cansa, se en­
riqueciera la otra parte. 

Además, si el mutuante recibe en prenda algo, 
v si se le reputa en la obligación de conservarlo · 
y se dice que c.uando ello es un crédito tal obli­
gación implica la de no dejarlo prescribir y aun 
la de hacerlo efectivo, tales afirmaciones no pue­
den formularse sino partiendo del supuesto de 
que él es acree·dor, y salta a la vista que esta 
calidad no puede tenerla sino en virtud del mu­
tuo del que ella no puede apartarse. Y si a esto 
se ;grega que la prenda es un accesorio del mu­
tuo bien se comprende cuán inaceptable es des­
vin'cular estos. dos contratos én forma que,. por 
ser unilateral cada uno de ellos, se prescinda de 
sus relaciones reCÍ'procas y consiguientemente se 
desconozca que en .su conjunto se hallan en las 
circunstancia:s que para los bilatera~es deter­
mina con transparente equidad el citado artícu­
Jo 1609. Y, por lo mismo, lo procedente es in­
darrar ante todo cómo .se halla. ca.da una de las 
pa;te.s respecto de las obligaciones de su cargo 
para saber .si pueden acogér,sele los reclamos que 
tenga contra la otra por incumplimiento de las 
suyas. 

Estas consid·eraciones hacen ver por qué ha­
Ha la Corte admisible la acusación del Banco 
contra la referida condena respecto de las letras 
pignoradas. Es v·erdad que en el grupo .de dis­
posiciones sustantiva·s que cita como violadas 
no figura con sus cifras ese artículo 1609; pero 
este reparo que le hace el opositor no es acep­
table, tanto porque las restantes disposiciones, 
citadas con sus cifras, bastan a ,justificar el ear­
go, cuanto, ante todo, porque para entenderlo 
aducido. no sól'o sobre ellas sino 'sobre ese pre­
ciso artículo 1609, basta leer la-s aiegaciones per­
tinentes de .su demanda de casación. Entre ellas 
figura, a mayor abundamiento, la transcripción 
de la referida sentencia de la Corte en párrafos 
que fon:osamente Hevan con.sigo como funda­
mento el precepto de esa precisa disposición sus­
tantiva. 
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Al prosperar esta acusacwn del Banco y ;les­
aparecer consecuencialmente aquella condena, 
no hay lugar siquiera al estudio del reclamo del 
demandante como recurrente, puesto que, si no 
hay condena, no procede, por inoficioso, inda­
gar si, en su caso, esta habría de ser como la 
plantea el Tribunal o como la exige el, deman­
dante. Una y otra son formas de fijar la indem­
nización; y si ésta no se decreta, no hay por 
qué ni para qué ·disertar sobre la manera en 
que, en su caso, hubiera de precisarse su cuan-
~iH. . 

Queda tan sólo por indagar lo tocante al re­
mate, o, mas concretamente, al abuso del ·dere­
cho en relación con él. 

Este fenómeno jurídico quedó expuesto cum­
plidamente en la sentencia del Juzgado, así como 
en la del Tribunal. Sobre él y las doctrinas co­
rrespondientes no hubo des.acuerdo entre los 
juzgadores de instancia. El voto disidente en el 
Tribunal no se refiere a la tesi.s en sí, sino a su 
aplicabilidad al presente caso, la que ese voto 
niega por faltar alguno de los e'lementos de he­
cho ind,i,spensaMes para l.a conügu:ración de 
aquel fenómeno. · 

En efecto: .Juzgado y Tribunal, como sobra 
decirlo, estiman necesario para que se produzca 
que quien se queja del abuso se haya perjudicado 
por él. Aquí se ha entendido que 6Í hay per­
juicio, consistente en la diferencia entre el pre­
cio' írrito que obtuvieron los automóviles en el 
remate y el verdadero precio de ellos e.~>e día, 
superior al que entonces se consiguió; de ahí 
que esta diferencia sea el valor de la indemniza­
ción a que viene condenado el Banco. 

Y el salvamento de voto observa que ese dis­
tinto y superior precio comercial no puede afir­
mm·se porque no esta acreditado, y, ademas, 
porque no puede suponerse, puesto que hubo li­
citación, sobre lo cual recuerda que en las ven­
tas efectuadas en licitación pública no hay ac­
cwn rescisoria por lesión enorme. El Ma­
gistrado conceptúa que debe 'presumirse pre­
cio comercial el señalado por la licitación y 
que para pensar de otro modo y decidir so­
bre distinta base en una sentencia, debía es­
tar ~emostrado ese precio distinto, y la au­
sencia de esta demostración determina la fal­
ta de uno de los elementos necesarios a la con­
figuración y producción del abuso del derecho. 

El Banco al fundar su recurso en ·esta parte de 
su alegación acusa por error e~ la apreciación 
de las pruebas relativas al remate en sí mismo 
y a la situación del país en su época y porque 
de ese error se dedujo la violación de los artícu­
los 2341 y 2356 del Código Civil indebidamente 
aplicados, y acusa también de violación del ar­
ticulo 2357 ibídem por haberse dejado .de apli­
car al de.c;atender la compensación de culpas allí 

e,stablecida o autorizada, con olvido del incum­
plimiento de Quintana y de la situación a que 
por él se vio conducido el Banco hasta tener ~¡ue 
rematar los automóviles como y cuando lo hizo. 
Acusa igualmente de quebranto del artículo 1 02 

de la Lev .45 de 1923. 
Este a';.ticulo 1Qi2 lo reputa violado por el des-

. cohocinüento de Ja potestad. que confie1·e al 
Banco; pero el Tribunal no la desconoció sino 
que partió de su exi·stencia para! sobre .esta_ ~a­
se sine qua non, calificar de abusivo su e]erclciO. 

Como la Corte ha tenido oeasión de adver!irlo 
ya varias vece.s, ocurre distinguir entre ejerci~c~o 
abusivo de un derecho efectivo y la arrogacwn 
de un derecho, puesto que, aunque en ambos 

' casos en hábiendo culpa hay la consiguiente ob1i­
aación de indemnizar el perjuicio que se haya 
~ausado, esta igualdad de conclusión no autoriza 
a pasar por alto 1~ diferencia de las fuentes. Es­
trictamente hablando, no es en abuso del dere­
cho en lo que incurre quien, atribuyéndose uno 
de que carece, daña a un supuesto obligado o a 
quien, estandole obligado, no .'Puede ser ~cm­
pe!id0 en la forma en que aquel lo hac~. E.¡em­
plo de e.sto, de no inf~ecuente ~curren.cia, es l.a 
pretensión de dar canz de dehto al mct~mpll­
miento de una obligación eivil con el fm de 
forzar el pago por el temor de los perjuicios de 
to¡do orden, cardina!lmente morales, c~ue apa­
reja a una persona el aparecer com~ delincuente. 
y ejemplo de lo primero, ':nuy ~enal~d.o. p~r la 
feliz circunstancia de medi:ar dls~o&cwn .egal 
escrita, es la ·limitación que el arhculo 283 del 
Código .Judicial ha puesto a la potestad co!lf_P~ 
rida al acreedor por el artículo 2488 del CIVIL 

·Como la expresión inisma lo indica, el ab~1so 
del derecho comienza por afirmar desde luego 
un derecho que aside a quien lo ejercita. El abu­
so consiste en que en este e:jercicio se ~xceda o 
se desvíe de las finalidades que económica Y so­
~ialmente corresponden y ásí perjudique a'l per­
seguido, sin siquiera obtener las más de las ve-
ces provecho para sí. . . 

En el presente ca·so ambos fallos. de mstancia 
consideran que esto fue lo acontecido, Y que eÍ 
Banco al extremar su perseeución dañó su pro­
pia causa haciendo que la enajenación de la 
,prenda en eC martillo de la Bolsa rindiese un 
producto mínimo. De a1hí que el .Juez condene 
a pagar la diferencia entre ese producto y ei que 
se hubiera obtenido en remate judi.cial, y que 
el Trirbunal lo haga a la diferencia entre ese 
precio del martiHo y el que para su fecha era 
el efectivo o comerCial de los automóviles pig­
norados. Así, pues, dan por sentado que hubo 
un precio mayor o que precisamente lo habría 
!habido en el remat~. judicial, según el .Juez, o, 
.según el Tribunal, en venta libre en el mercado, 
y sobre este pie concluyen que el deudor Quin-
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tana, lio)• ·demandante, fue perjudicado en la 
cuantía de tal dHerencia por el excesh•o celo o 
empeño perse~uidor del Banco. 

La sentencia del Tribunal, despÚés de su alu­
dida exposidón doctrinaria y del relato de los 
antecedentes y circunstancias pertinentes, r.~su­
me lo que al . respecto es el concepto . de la ma­
yoría de .la Sala de Decisión, en estos térm.ino.s: 

"El National· tenía derecho a enviar la pren- · 
da al marUllo y a fijar la base para dicho.rema­
te. Mas al señalarla en $ 3.900.00<, cuando cinco 
días antes había 'indicado $ 8.000.00, abusó de 
esa prerrogativa, tanto má·s que el valor comer­
cial de tales vehículos era muy superior a e.sa 
base, porque un buen padre de familia no hu­
biera procedido· así. Esta negligencia e impru­
dencia revelan el abuso del acreedor prendario, 
quien obró Sin motivo legítimo. El hecho de fi­
jar como base del remate un precio irrito, es 
decir, muy inferior al comercial, implica un 
abuso de esa prerrogativa y compromete por 
consiguiénte ·]a responsabilidad del Banco, quien 
causó con ello un daño a su deudor Quintana, 
que está obligado a repararle." 

La Corte observa: No todas las lesiones J1atri­
moniales las atiende la ley para prevenirlas o 
remediarlas; POI: el contrario, defiriendo en lo 
general a la autonoinía de la voluntad y. respe­
tándola como norma suprema, al punto .de decla­
rar ley para los contratantes el contrato legal­
ment2 celebrado, sólo por excepción acude; en 
la mira de impedir el enriquecimiento torticero, 
a restablecer el .equilibrio que· ciertas lesione·s han 
alterado. Así el Código Civil, en su artículo 1601, 
autor.iza la reducción de la cláusula penal cuan­
do ·es excesiva en los términos allí mismo seña­
lados; hace otro tanto en su artículo 2231 con 
los intereses en el' mutuo, en forma extensiva a 
los de la anticresis, al tenor de su artículo 24·66; 
en e•l 1405 hace rescindible la partición a ins­
tancia del per.iudicado en la cuantía fijada allí 
mismo, y en el articulo 1946 conc·ede igual re­
curso contra la compraventa· afeCtada rle lcsión 
enorme, la que determina el artículo 1947, apli­
cabJ.cs ambos a la· permuta al tenor rlel artículo 
19·58. De pa.so se advierte que estos remedios ver­
san sobre la lesión y se enca1i1inan a corregirla, 
dejando en píe la estipulación penal o la de in­
terese.s, considerada en sí, y que, tratándose de 
cpmpraventa o permuta, el hecho de hallm·se la 
lesión y ·de hacerse las declaraciones consecuen­
ciale.s no detei'IllÍna desde luégo ]a invalidación 
tlel contrato, pues el artículo 1948 permite con­
servar·lo en pie mediante la deducción o la res­
titución de la diferencia de precio en que la 
lesión ha consistido, con un descuento que natu­
ralmente no cabe cuando de partición se tr~l.ta; 
)Jero en ésta el artículo J407 pel"rnit~ atajar la 

acciOn rescisoria ofreciendo y asegurando el su­
-plemento en numerario. 

Las lesiones patrimoniales que no tienen su 
origen en una convención, han de tenerlo en una 
fuente corregida o ·castigada por la ley cuando 
a ellas .se atiende civilmente. En un caso cCJmo 
el presente en que aquélla es el abuso del dere­
cho, preciso es indagar ante todo si realmente 
se ha incurrido en la culpa que este abuso sig­
nifica. 

De otro lado, una culpa por sí sola no basta 
a determinar, indemnización, puesto que ésta mi­
ra al perjuicio en forma. tal que en no habiéndolo, 
es decir, en faltando la causa, no puede pro­
ducinse ese efecto. De tan clara reflexión lógica 
se ·deduce, comó esta Sala lo tiene .dicho ya en 
otros fal·lo.s, que en una demanda de indemniza'­
ción de perjuicios es preciso. que el actor de­
muestre haberlos sufrido, como es preciso tb.m­
bién ·atar con vínculo de causaHdad el daño del 
actor y la milpa dél reo. · 

Estos tres elementos los encuentra el Tribunal 
1al como reza el párrafo transcrito de su fallo, 
según e·l cual la culpa del Banco está en haber 
señalado ·cierta base de precio para la licitación 
en forma de reducirla en el mero transcurso de 
cinco días a menos de la mitad, sin que se haya 
invocarlo ni 'demostrado el advenimiento de un 
·SÚceso tal que justificara tan grave alteración; y 
en que el precio obtenido en el martillo fue in­
ferior al de avalúos periciales anteriores que 
para el Tribunal acreditan, añadidos a datos so­
bre costo inicia•! de los automóviles, que el pre­
cio comercial de éstos era mayor que el obtenido 
en el martillo de la Bolsa, como tántas veces- se 
ha dicho ~'a aquí. 

Como ya también se dijo, el salvamento de 
voto del ~fagistl'ado sustanciador estriba ·prLlci­
¡:almente en no estar comprobado en el proceso 
ese precio mayor y en estimar él que la afirma­
ción tle haber abuso eausantc de perjuicio no 
cabe hace1·.se si éste consiste en la mencionarla 
diferencia de precios, no estando acreditado el 
aludido pre.cio mayor. 

, Sin dejar de distinguir entre -dos .elementos di­
ferentes como lo .son la culpa y el daño, es de ver­
se que el Tribunal ha hallado y .definido la cul­
pa en función del perjuicio· y ha heciho consis­
tir éste en tal diferencia rle precios, la que efee­
tivamente no· .esHI acrerli.tada, con lo que falta 
a la condena pronunciada en el fallo recurrido 
el sopo1·te crue para éstos es indispensable sef!Ún 
el artículo 593 del Código .Tudieial. 

Al eoncepto de que hay tal .diferencia llega el 
Tribunal mediante una resta en que el sustraen­
clo es el preCio obtenido en la lici-tación y el mi­
nuendo será el precio que pericialmente se $C­

J1ale a los automóviles como comercial para la 
mi·~ma f(,lcha -de aquélla, dentro de la a~tuación 
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e~tableeicla por el artículo 553 del Código Ju­
dicial. Salta a la vista que no puede ordcnal'se 
a los avaluado!'es que tal seí"íalamicnto lo hagan 
en cifra precisamente mayor que la d:.:l r~matc, 
única 1panera de que haya aquelb tlifer;•nc~a. 
Esta reflexión tan simple concurre a patentizar 
lfl completa incertidumbre del valor del a·ludido 
minuendo y, por tanto, la de si en definitiva 
habrá o nó una diferencia de la precisa r:!ase 
requerí da para la decisión condenatoria dentrD 
del concepto del Tri•bunal, esto es, por cxc·Jso. 

El estudió nimia ~: detenidamente los varios 
elementos probatorios de donde, sin lugar a ta­
cha de desacierto; dedujo la pre-sunción en qt;t~ 
se basa; pero una conjetura no es por. sí sola 
base .suficiente. Si, pues, no puede aflrntm·sc 
con certidumlYre en este proceso que lo> auto­
móviles valían más de lo que produjeror: en el 
martillo de la Bolsa, y si este concepto de mayor 
valor en .su fecha es la clave de la condcnadón, 
dado el razonamien•to por el cnnl el Tribunal se 
vio conducido a hacerla, es claro que no está o 
producido judicialmente el caso de aplicac;ún 
del artículo 2341 deJ Código Civil, lo qne vale 
como decir que prospera el cargo (iue al res­
pecto hace el Banco en su recur-so. 

Así las cosas, resulta inoficioso estudiar el 
cargo relativo a la no aplicación del artículo 2357 
de esta obra. Con todo; no sobra indicar que lo 
que como culpa.s de Quintana descontables en 

. compensación, según el Banco, seí"íala éste anlc 
esa dispo.sición 1egal, no son tales culpas ad•.J­
cibles a ese fin, así: ser ejecutado Quintana pot· 
otro acreedor suyo no es heclho de esa clase, y 
si el embargo de los automóviles en esa ejp­
cución pudiera .seí"íalarse en tal sentido, mal pue­
de serlo ante la circunstancia decisiva de que en 
mane-ra alguna estorbó o impidió la acción del 
Banco, al punto de que no prosperó en este 
pleito la pretensión de Quintana de anular d 
remate por ese embargo de Jos automóviles en 
la aludida distinta ejecución; el traspaso de bteC! 
nes hecho por Quintana a c¡ue el abogado del 
Banco atribuye daiiada intención contra éste, 
fue anterior a las obligaciones por las cuales el 
Banco le recibió las referidas prendas y le hizo 
rematar los automóviles; y la mora de Quintana 

en pagarle, que no es culpa extracontractua.J, es­
tá reglamentada por el artículo 1617 del Cóiligo 
Civ.il. 

Hesumiendo lo dicho hasta aquí, se tiene que, 
prosperando el recurso del Banco en lo relativo 
a las pretensiones de Quintana respecto de las 
letra.s y a lo decidido por el Tribunal sobre éstas, 
así como en lo relativo a.J albuso del derecho en 
cuanto al remate de los automóviles, ha de re­
emplazarse la condena por absolución. 

En cuanto a las restantes ·súplicas de la de­
manda sobre el mismo remate y su nulidad y 
culpas del Banco con ocasión de él, que no han 
sido tema del recurso d-e casaeión por lo ante­
dicho, y que deben serlo del fallo de instancia 
con que la Corte lo reemplace según el artículo 
538 del Código Judicial, esta Sala acoge la de­
cisión de Juzgado y Tribunal fundada en estu­
dio detenido y juidoso de cada uno de aquellos 
pedimentos, decisión negativa en ambas instan­
cias. 

Pronunciando la Corte fallo de instancia por 
virtud de la invalidación de.J recurrido, decide 
como en instancia corresponde, sobre los diver­
sos tópicos de sentencia de est? clase y, por 
ende, del de costas. 

En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema 
de Justicia, Sala de Casación Civil, administran­
do justicia en nombre de la República de Co­
lombia y por autoridad de la ley, casa la senten­
cia pronunciada por el Tribunal Superior del 
Distrito Judicial de Bogotá el nueve de junio de 
mil novccientos.cuarenta y dos y, reformando la 
del Juzgado 69 Civil de este Circuito de cuatro de 
julio de mil novecientos treinta y nueve, falla es­
te pleito así: No hay lugar a hacer las declara­
ciones solicitadas en el libelo inicial de cuyos 
cargos todos se absuelve a los demandados. 

No hay condenación en costas en las instan­
cias ni en el recurso. 

Publíquese, cópiese y notifiquesc. 

Fulgencio Lequerica Vélez, José Miguel A.ran­
[!O, lsaías Cepeda, Liborio Escallón, Ricardo Hi­
ntslrosa Daza, Hernún Salaincmca-Pedro León 
Rincón, Secretario en propiedad. 


